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EXPEDIENTE: 1191/2019/2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA.

	SEGUNDA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE: 1191/2019/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA.

	ACTOR: ******* ****** ** ** **** *******.

	DEMANDADA: DIRECTORA DE CATASTRO Y DESARROLLO URBANO; DIRECTOR DE ADMINISTRACION Y DESARROLLO URBANO E INSPECTOR ADSCRITO A LA DIRECCION DE ADMINISTRACION Y DESARROLLO URBANO FERNANDO TENORIO MEDINA, TODAS DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI.

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO
SECRETARIO: JOSÉ DE JESÚS GUERRERO ANGUIANO


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veintiséis de enero de dos mil veintiuno. 
V I S T O, para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 1191/2019/2, promovido por el C. ******* ****** ** ** **** *******, por propio derecho, y quien señaló como autoridad demandada a la Directora de Catastro y Desarrollo Urbano; al Director de Administración y Desarrollo Urbano; y, al Inspector adscrito a la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, todas del Ayuntamiento de San Luis Potosí.

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal, el ocho de noviembre de dos mil diecinueve, compareció el C. ******* ****** ** ** **** *******, por derecho propio, a promover demanda de juicio contencioso administrativo en contra de la Directora de Catastro y Desarrollo Urbano; el Director de Administración y Desarrollo Urbano; y, el Inspector adscrito a la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, todos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, señalando como acto controvertido el siguiente:

“La Orden de suspensión No. ******; y el Acta Circunstanciada de Ejecución de Orden de Suspensión número. ****** de fecha ** ** ***** ** ****”

II.- A través del acuerdo de fecha veintidós de noviembre de dos mil diecinueve, se tuvo por admitida la demanda en contra del acto precisado en el resultando anterior, se ordenó correr el traslado correspondiente a las autoridades demandadas para que contestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran pertinentes; dándose vista además al superior jerárquico de la autoridad demandada.
En dicho proveido además se requirió a la parte Actora para que, en términos del artículo 304 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, exhibiera la licencia de construcción relacionada con la obra en construcción ubicada en Calle **** ****** *** *************** ***** ***** ** **** ******; y se le apercibió que de no hacerlo se resolvería, lo que en derecho proceda, con las constancias que obran en el presente asunto.
III.- Mediante proveído de dieciséis de enero de dos mil veinte, se tuvo a las autoridades demandadas por dando contestación a la demanda entablada en su contra, y se tuvieron por admitidas las pruebas, que resultaron procedentes, de las ofrecidas por las partes. 
IV.- Por acuerdo de diez de julio de dos mil veinte, esta Segunda Sala dio cuenta de la certificación realizada por su Secretario de Acuerdos, refiriendo que por acuerdos del Pleno del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, de fechas diecisiete de marzo, quince y veintinueve de abril, veintiocho de mayo y once de junio, todas del dos mil veinte; publicados en el Periódico Oficial del Estado los días diecinueve de marzo, dieciséis de abril, cinco y veintinueve de mayo y doce de junio del dos mil veinte; se determinó, en el primer acuerdo señalado, suspender actividades jurisdiccionales con motivo de la contingencia sanitaria derivada del SARS-CoV2 (COVID-19), del diecinueve de marzo al diecinueve de abril del dos mil veinte; y en el segundo, tercero, cuarto y quinto acuerdo, se determinó la prórroga de la suspensión de actividades jurisdiccionales, del veinte de abril al cinco de mayo; del seis al treinta y uno de mayo; del primero al quince de junio y del dieciséis al treinta de junio; todos del año dos mil veinte, respectivamente; por lo que los días comprendidos en dicho periodo se consideraron inhábiles; reanudándose la actividad jurisdiccional de este Tribunal el día primero de julio de dos mil veinte.
V.- Finalmente, se señalaron las once horas del seis de agosto de dos mil veinte, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y en la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, en razón de que las admitidas a las partes, son únicamente documentales, se desahogaron por propia y especial naturaleza; dando por concluido el periodo correspondiente. Posteriormente en período de alegatos, se certificó que ninguna de las partes los presentó; y se hizo constar que no existían pruebas o diligencia pendiente por desahogar, dándose por concluida la audiencia final del juicio; y finalmente se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 116, párrafo segundo, fracción V, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1, 2, párrafo segundo y 7 fracción I, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo consiste en determinar si la orden de suspensión identificada con el número de folio ******; y el Acta Circunstanciada de Ejecución número ******, ambos de fecha ********* ** ***** ** *** *** **********; y la fue emitida de manera legal o ilegal.
TERCERO.- Previo a analizar los conceptos de violación vertidos por la parte actora, acorde a lo dispuesto en el último párrafo del artículo 228, en relación con lo establecido en la fracción II del diverso numeral 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí;, esta Sala Unitaria, de oficio, debe analizar si se actualiza alguna de las causales de improcedencia que puedan traer como consecuencia el sobreseimiento del presente juicio, por ser una cuestión de orden público y estudio preferente el fondo del asunto.
Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis de jurisprudencia por contradicción, 1a./J. 25/2005 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de la novena época, localizable bajo el registro digital número: 178665, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXI, la cual es del rubro y contenido siguiente:  
PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA. El derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que está restringido por diversas condiciones y plazos utilizados para garantizar la seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en que debe intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma establecida por aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas. Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la ley expresamente ordena el procedimiento en que deben tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en la ley. En consecuencia, aunque exista un auto que admita la demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que la parte demandada la hubiere impugnado mediante el recurso correspondiente o a través de una excepción, ello no implica que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque de otra manera se vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, de acuerdo con las cuales nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Luego entonces, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de que la vía elegida por el solicitante de justicia sea la procedente, en cualquier momento de la contienda, incluso en el momento de dictar la sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la hubieran impugnado previamente.

Bajo este contexto, a juicio del suscrito Magistrado, en el presente asunto se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esto en razón a las consideraciones siguientes: 
Como se ha establecido con antelación el presente Juicio Contencioso Administrativo fue promovido en contra de la “orden de suspensión número ******, y del acta circunstanciada de ejecución de orden de suspensión número ******, ambos de fecha veintidós ** ** ***** ** *** *** ********** ****”
En este orden de ideas se tiene que los artículos 228 fracción II y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí establecen que:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

(…)

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor…”
“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

(…)

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior…”

De dichos normativo legales se desprende que el juicio Contencioso Administrativo es improcedente ante este Tribunal cuando se controviertan actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor; así como que el juicio podrá sobreseerse cuando en la tramitación del procedimiento contencioso sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 228 del citado Código procesal administrativo.
En tal sentido, no debe perderse de vista que para que éste Tribunal pueda ceñirse, en el fondo, al estudio de la legalidad de los actos administrativos, debe cumplirse con el requisito establecido en el último párrafo del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, consistente en que, cuando el demandante pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la exhibición de la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso; al efecto resulta conveniente reproducir el contenido del citado precepto legal:
“ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 
Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. 
En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.”
De lo dispuesto en el artículo antes transcrito es inconcuso que solo pueden demandar o intervenir en el juicio contencioso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión; supuestos jurídicos, respecto de los cuales la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sentado jurisprudencia, de la distinción existente entre interés legítimo e interés jurídico, definiendo que éste último requiere: “que se acredite la afectación a un derecho subjetivo”. Criterio que deriva de la contradicción de tesis 69/2002-SS, y que conformo la tesis de jurisprudencia 2a./J. 141/2002, localizable bajo el número de registro digital: 185377 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XVI; que a la letra dice:
INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS JURÍDICO. AMBOS TÉRMINOS TIENEN DIFERENTE CONNOTACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. De los diversos procesos de reformas y adiciones a la abrogada Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, y del que dio lugar a la Ley en vigor, se desprende que el legislador ordinario en todo momento tuvo presente las diferencias existentes entre el interés jurídico y el legítimo, lo cual se evidencia aún más en las discusiones correspondientes a los procesos legislativos de mil novecientos ochenta y seis, y mil novecientos noventa y cinco. De hecho, uno de los principales objetivos pretendidos con este último, fue precisamente permitir el acceso a la justicia administrativa a aquellos particulares afectados en su esfera jurídica por actos administrativos (interés legítimo), no obstante carecieran de la titularidad del derecho subjetivo respectivo (interés jurídico), con la finalidad clara de ampliar el número de gobernados que pudieran accesar al procedimiento en defensa de sus intereses. Así, el interés jurídico tiene una connotación diversa a la del legítimo, pues mientras el primero requiere que se acredite la afectación a un derecho subjetivo, el segundo supone únicamente la existencia de un interés cualificado respecto de la legalidad de los actos impugnados, interés que proviene de la afectación a la esfera jurídica del individuo, ya sea directa o derivada de su situación particular respecto del orden jurídico. 

(Énfasis propio)
Ahora bien, a raíz de la expresión de esos dos conceptos, se debe precisar que acorde a lo establecido en el artículo 3 fracciones XI y XII del Código Procesal Administrativo para el Estado; se define como: Interés jurídico, el derecho de los particulares vinculado con el interés público y protegido por el orden jurídico que les confiere la facultad para activar la actuación pública administrativa, respecto de alguna pretensión en particular; y como Interés legítimo, al derecho de los particulares que invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad;
Asimismo, sobre este tema en particular -interés jurídico- cabe destacar que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Tesis 2a. X/2010, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta bajo el tomo XXXI, de marzo de 2010, y localizable bajo el registro digital numero 165081; ha sustentado lo siguiente:
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL DERECHO SUBJETIVO NECESARIO PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO RELATIVO Y EL REQUERIDO PARA OBTENER UNA SENTENCIA FAVORABLE, TIENEN ALCANCES DIFERENTES. El artículo 8o., fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo condiciona la procedencia del juicio ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa a que el demandante acredite su interés jurídico, en el que está inmersa la noción de un derecho subjetivo; mientras que los artículos 50, penúltimo párrafo, y 52, fracción V, de la misma Ley, establecen la obligación de que el Tribunal, antes de reducir el importe de una sanción, condenar a la autoridad a pagar una indemnización por los daños y perjuicios causados por los servidores públicos, u ordenar la restitución de un derecho subjetivo, constate la existencia de este último. Así, en las disposiciones aludidas se otorgan diferentes alcances a la expresión "derecho subjetivo", pues en el primer caso se le da una significación puramente procesal que atañe a la legitimación del actor para ejercer la acción y de no acreditarse se procederá al sobreseimiento en el juicio contencioso administrativo; en cambio, en el segundo supuesto se vincula al análisis de fondo de la pretensión del actor, porque el Tribunal, una vez que declara la nulidad, debe verificar que el actor cuenta con el derecho para que se le otorgue lo pedido en la instancia de origen, ordenando su restitución en la sentencia que dicte, pero si no se comprueba, genera que únicamente se declare la nulidad del acto o resolución reclamado ante los vicios advertidos, sin ordenar, por ejemplo, que se devuelva al actor un ingreso tributario o se le pague una pensión, dado que estos aspectos tendrán que examinarse por la autoridad administrativa si está obligada a dar una respuesta por virtud de la nulidad.
(Énfasis añadido) 

En este orden, respecto de la acción de nulidad ejercida en contra de los actos de naturaleza administrativa, debe tenerse en consideración que quien aduce un interés jurídico en sentido estricto, parte de que una norma general se ha individualizado en su beneficio; de tal forma que cuenta con un derecho subjetivo, mientras que quien ostenta interés legítimo aduce la existencia de una norma que aún no se ha individualizado en su beneficio, pues simplemente lo coloca, como integrante de una colectividad, en la posibilidad de defender, en su beneficio; es decir el interés jurídico determina una posición distinta frente al orden jurídico, que aquella que tiene quien acude a juicio con un interés legítimo que defender.
Bajo esta tesitura, se tiene que en el presente asunto la parte actora controvierte la legalidad de “la orden de suspensión y del acta circunstanciada de ejecución de orden de suspensión identificadas con el número ******, de fecha ********* ** ** ***** ** *** *** ********** ****, en relación con una obra de construcción que se realizaba por parte del actor en el inmueble ubicado en la calle de **** ****** *** *************** ***** ***** ** **** ******”; mismas que forman parte de un procedimiento de vigilancia, inspección o supervisión, y en su caso, para aplicar las medidas de seguridad del cumplimiento de obligaciones contenidas en las disposiciones relativas a las obras en construcción; tal como lo dispone la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí.
En tal sentido, es claro que, para la procedencia del juicio contenciosos administrativo, la Parte Actora debe acreditar el interés jurídico y no el interés legítimo, puesto que lo que pretende es preservar el ejercicio de una actividad regulada, que es la realización de una obra de construcción -en el inmueble ubicado en la **** ****** *** *************** ***** ***** ** **** ******-  misma que para llevarse a cabo ocupa de que le sea otorgada la Licencia de Construcción correspondiente, en términos del artículo 304 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí; el cual para mejor comprensión se transcribe enseguida:
“ARTÍCULO 304. La licencia municipal de construcción se requerirá para la ejecución de construcción nueva, ampliación, modificación o reparación de la existente, excavación y demolición, así como para modificaciones estructurales a la misma o el cambio de la construcción al régimen de propiedad en condominio.

La licencia municipal de construcción en los casos de obra nueva, podrá también comprender el permiso de ocupación de la vía pública, demolición y conexiones de agua potable y drenaje, de conformidad con la licencia de uso de suelo respectiva.”
Dicha disposición, entró en vigencia el dieciocho de julio dos mil dieciocho, y por tal circunstancia es la legislación vigente al momento del desahogo de la visita de inspección y la aplicación de la medida de seguridad consistente en la clausura de la obra que se estaba realizando por el actor, que se traduce en el acto impugnado en éste Juicio Contencioso Administrativo. 
Por consiguiente, al momento del inicio del presente Juicio Contencioso Administrativo, y acorde a lo que dispone el citado artículo 304 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado; la realización de una obra de construcción, como la que el Actor estaba ejecutando en el inmueble ubicado en la calle de **** ****** *** *************** ***** ***** ** **** ******, es una actividad reglada, que a efecto de estar incorporada en la esfera jurídica del Actor; a este último le debió de haber sido otorgada la respectiva licencia municipal de construcción. 
Cabe mencionar que en este sentido el diverso artículo 303 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, prohíbe expresamente el otorgamiento de Licencias de Construcción que infrinjan la Licencia de Uso del Suelo, así como que serán nulas de pleno derecho y no surtirán efecto jurídico alguno, las autorizaciones que se expidan en contravención a los programas de ordenamiento territorial y desarrollo urbano, las licencias de uso de suelo y demás disposiciones jurídicas aplicables, para una mejor compresión se transcribe el precepto citado:

“ARTÍCULO 303. Los ayuntamientos no emitirán licencias municipales de construcción o de funcionamiento de establecimientos comerciales, industriales y de servicios, con infracción a lo contemplado en la respectiva licencia de uso de suelo. 
Serán nulas de pleno derecho y no surtirán ningún efecto jurídico las licencias que se expidan en contravención a los programas de ordenamiento territorial y desarrollo urbano, las licencias de uso de suelo y demás disposiciones jurídicas aplicables.”
Asimismo, acorde a lo que dispone el artículo 272 de la referida Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, se puede apreciar que para obtener la licencia de construcción es requisito indispensable contar con la Licencia de Uso del Suelo, al efecto cabe transcribir dicho arábigo, el cual dispone:

“ARTÍCULO 272. La licencia de uso de suelo, condiciona la expedición de autorizaciones, permisos, licencias o concesiones que se deriven de la legislación urbana aplicable; tales como, subdivisiones, fusiones, relotificaciones, cambio de intensidad en el uso habitacional y de servicios, construcciones, adaptaciones de obras, funcionamiento de establecimientos comerciales, industriales y de servicios, condominios, desarrollos inmobiliarios especiales y urbanizaciones. 

La presentación de dicha licencia será necesaria para iniciar el trámite de las licencias de construcción y de las licencias para el funcionamiento de establecimientos comerciales, industriales y de servicios, así como para la autorización de los fraccionamientos.” 

(Énfasis añadido)

Ahora bien, no se soslaya que para justificar su derecho, la Parte Actora ofreció como pruebas y le fueron admitidas las siguientes:
1. La orden de Suspensión No. ****** de fecha ********* ** ***** ** *** *** **********;

2. El Acta circunstanciada de Ejecución de orden de Suspensión No. ******, de fecha ********* ** ***** ** *** *** **********;

3. Copia certificada de la Constancia expedida por el Notario Público número 21, con ejercicio en esta ciudad capital;

4. Copia certificada de las documentales consistentes en los nombramientos de **** ******* ******* ***** y ******** ********* *******, expedidos en fechas ****** * *********** ** ***** ** *** *** **********, respectivamente, como Director de Administración y Desarrollo Urbano y Director General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos, del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí;
5. Copia certificada de la Orden de Suspensión y Acta Circunstanciada de Ejecución de Orden de Suspensión, con folio ******, de fecha ********* ** ***** ** *** *** **********;
6. Instrumental de actuaciones; y
7. Presuncional legal y humana. 
Sin embargo dichas probanzas, resultan ineficaces para acreditar que el accionante cuenta con una Licencia de Construcción para realizar la obra que estaba ejecutando en el predio ubicado en la calle de **** ****** *** *************** ***** ***** ** **** ******, y por tanto con el derecho que pretende preservar con la emisión de una Sentencia favorable; en tal virtud es patente que no acreditó contar con interés jurídico en el presente juicio; ello en razón a lo siguiente.
Po lo que se refiere a las pruebas detalladas del punto 1 al 5, son documentales públicas con pleno valor probatorio acorde a lo que disponen los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; dichas pruebas acreditan que las Autoridades Demandadas realizaron el procedimiento de inspección, sin embargo, de ninguna de ellas se desprende que la Parte Actora cuente con la Licencia de Construcción requerida para acreditar su interés jurídico.
En lo que respecta a la documental relativa a la constancia de trámite firmada por ******* ***** *******, Notario Público número **, con ejercicio en esta Ciudad, de ********* ** ***** *** *** *** ********* (foja 12); en la cual dicho fedatario hace constar que en el instrumento numero veinticuatro mil setecientos veintiuno 24721 del libro seiscientos cuarenta y uno 641 de fecha uno de diciembre de dos mil diecisiete de la citada notaria, se llevó a cabo el contrato de compraventa que celebro Desarrolladora Interesaba, Sociedad Anónima de Capital Variable, como vendedora y el señor Gerardo Arturo de la Rosa Juordán, como comprador, respecto del inmueble  ubicado en la calle de **** ****** *** *************** ***** ***** ** **** ******; documental pública que al ser expedida por Notario Público en ejercicio de las atribuciones que le otorga el Estado, tiene pleno valor probatorio, acorde a los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí;, sin embargo dicha documental únicamente demuestra que ante el citado Notario Público que el hoy actor celebró un contrato de compraventa, respecto del bien inmueble antes referido; pero dicha probanza resulta ineficaz para acreditar que el Actor cuenta con la Licencia de Construcción requerida para demostrar su interés jurídico.
Por lo que se refiere a las documentales consistentes en la Orden de Suspensión y Acta Circunstanciada de Ejecución de Orden de Suspensión, con folio ******, de ********* ** ***** ** *** *** ********** (fojas 8 y 9), corresponden a documentales públicas, por ello tiene valor probatorio pleno acorde con los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y del análisis de dichas documentales, se desprende que el día ********* ** ***** ** *** *** ********** el inspector habilitado por la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí ejecutó la orden de suspensión total de la construcción ubicada en calle **** ****** *** *************** ***** ***** ** **** ******, emitida por la titular de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí al detectar que no presentó la licencia de construcción; documentales que de igual manera resultan ineficaces para acreditar el interés jurídico del actor, pues de las mismas no se advierte que el aquí accionante contara con su licencia de construcción; al momento en que se ejecutó la orden de suspensión de referencia.
Ahora bien, cabe resaltar que dentro de las constancias en el expediente que se actúa, en el auto de fecha veintidós de noviembre de dos mil diecinueve se le requirió a la parte Actora para que precisara si realiza una actividad regulada relacionada con una obra en construcción y en caso de ser así exhibiera la Licencia de Construcción en términos del artículo 304 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, respecto a la obra ubicada en la Calle **** ****** *** *************** ***** ***** ** **** ******, y se le apercibió que de no hacerlo, se resolverá lo que en derecho proceda, con las constancias que obran en el presente sumario.  
En cuanto a los nombramientos de los funcionarios, que ofreció como prueba la parte actora, con los mismos no se demuestra el interés jurídico del actor en el presente juicio, pues de los mismos no se desprende que tenga la licencia de construcción respectiva, que le permita realizar la actividad reglada que pretende –obra de construcción en el inmueble ubicado en Calle **** ****** *** *************** ***** ***** ** **** ******-.

Por lo que se refiere, a las pruebas presunciones legal y humana, e instrumental de actuaciones, de las constancias que integran el expediente, a juicio del suscrito Magistrado de las constancias que integran el presente expediente no encuentra alguna presunción que hacer valer en favor de la Parte Actora, ni instrumentos que le favorezcan para acreditar que cuenta con la Licencia de Construcción que le dote de interés jurídico para controvertir los actos impugnados en éste Juicio Contencioso Administrativo.
Ante ello, si del escrito de demanda de nulidad no se desprende que la parte actora niegue realizar una actividad reglada relacionada con la construcción de una obra, ni que derivado del requerimiento haya dado cumplimiento; y que no obra en autos documento alguno que acredite que dicho actor cuenta con la licencia, autorización, permiso o concesión para realizar una actividad reglada relacionada con la construcción de una obra, -inmueble ubicado en Calle **** ****** *** *************** ***** ***** ** **** ******- de ahí que resulta inconcuso que no acredita tener interés jurídico que haga procedente el juicio contencioso administrativo; y en consecuencia que permita a este juzgador analizar de fondo el presente asunto. 
Asimismo, no se soslaya, que por auto de veintidós de noviembre de dos mil diecinueve se requirió a la parte actora para que, en términos del artículo 304 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, exhibiera la licencia de construcción relacionada con la obra en construcción ubicada en Calle **** ****** *** *************** ***** ***** ** **** ******; y al respecto, en fecha dieciséis de enero de dos mil veinte se certificó que el actor fue omiso en dar cumplimiento con dicho requerimiento. 

Es tal sentido, toda vez que el actor fue omiso en exhibir la licencia de construcción que le acredite tener la autorización para llevar a cabo una obra de construcción en un predio; es claro que  no se cumple con el requisito establecido en el último párrafo del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y por tanto no demuestra su interés jurídico en el presente asunto; requisito que al no colmarse hace improcedente el juicio, acorde a lo dispuesto en el artículo 228 fracción II del Código Procesal Administrativo para el estado.

En tal virtud, ante la falta derecho incorporado a su esfera jurídica para realizar la construcción suspendida por efecto de los actos impugnados, la parte actora no resiente afectación a su interés jurídico, en el caso que nos ocupa; sin que sea el caso entrar al análisis del interés legítimo, toda vez que como se ha señalado, la construcción de una obra es una actividad para la que se requiere de una licencia, y conforme al artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se debe acreditar el interés jurídico, y no el interés legítimo para la procedencia del Juicio Contencioso Administrativo.
Sirven de apoyo a la anterior consideración, por analogía y en su parte conducente, la Tesis de Jurisprudencia y Tesis Asilada, cuyos datos de localización y contenido se reproducen en seguida:

“JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. TRATÁNDOSE DE ACTIVIDADES REGLAMENTADAS, PARA QUE EL PARTICULAR IMPUGNE LAS VIOLACIONES QUE CON MOTIVO DE ELLAS RESIENTA, ES NECESARIO ACREDITAR NO SÓLO EL INTERÉS LEGÍTIMO SINO TAMBIÉN EL JURÍDICO Y EXHIBIR LA LICENCIA, PERMISO O MANIFESTACIÓN QUE SE EXIJA PARA REALIZAR AQUÉLLAS (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL).- Si bien es cierto que para la procedencia del juicio de nulidad basta que la demandante acredite cualquier afectación a su esfera personal para estimar acreditado el interés legítimo, también lo es que ello no acontece tratándose de actividades reglamentadas, pues para ello debe demostrar que tiene interés jurídico como lo establece el párrafo segundo del artículo 34 de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal. Esto es, cuando se trate de obtener una sentencia que permita la realización de actividades reglamentadas, no es suficiente contar con la titularidad de un derecho, sino que se requiere la exhibición de la licencia, permiso o manifestación que se exija para la realización de tales actividades (interés jurídico), pues debe acreditarse que se han satisfecho previamente los requisitos que establezcan los ordenamientos correspondientes, a fin de demostrar que se tiene el derecho de reclamar las violaciones que se aduzcan con motivo de dichas actividades reglamentadas en relación con el ejercicio de las facultades con que cuentan las autoridades.” -Novena Época, Registro: 172000, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXVI, Julio de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A. J/36, Página: 2331.- SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
“INTERÉS JURÍDICO, AFECTACIÓN DEL. DEBE PROBARSE FEHACIENTEMENTE. Es obligación del promovente del amparo acreditar plenamente que el acto que reclama afecta su interés jurídico, pues éste no debe inferirse ni tenerse por cierto a base de presunciones, ya que ningún precepto de la Ley de Amparo establece que la sola presentación de la demanda de garantías y la relación de hechos afirmados en ella, traiga aparejada esa presunción.” -Registro digital: 198284, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: III.1o.A.25 K, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo VI, -
En consecuencia, a juicio del suscrito Magistrado es evidente que en el presente asunto se actualiza la causal de improcedencia a que se refiere el artículo 228 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, consistente en que es improcedente el juicio ante este Tribunal contra actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor; por consiguiente, con fundamento en el artículo 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se decreta el SOBRESEIMIENTO de éste Juicio Contencioso Administrativo.

Finalmente, cabe precisar que en virtud de que en el presente asunto se actualizaron las causales de improcedencia y sobreseimiento antes analizadas de manera oficiosa por esta Segunda Sala Unitaria, este juzgador se encuentra legalmente imposibilitado a efectuar pronunciamiento alguno en relación a los conceptos de impugnación formulados por la actora en contra de los actos impugnados, y que pudieran ocasionarle un “mayor beneficio” en el supuesto de que fueran fundados, sin que dicha circunstancia pueda considerarse como violatoria al principio de exhaustividad de las sentencias, pues dicho principio únicamente opera cuando la sentencia se ocupa del fondo del asunto –circunstancia que en la especie no acontece–, mas no si se decreta el sobreseimiento pues en este último supuesto se pone fin al juicio, sin resolver la controversia de fondo. 
Resultan aplicables al respecto, por analogía y en su parte conducente, la jurisprudencia contenida en el registro digital número 391647, emitida por los Tribunales Colegiados de Circuito, bajo el apéndice de 1995. Tomo III, Parte TCC, página 566, cuyo contenido refiere: “SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO, NO PERMITE ENTRAR AL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO. No causa agravio la sentencia que no se ocupa de los conceptos de anulación tendientes a demostrar las causales de nulidad de que adolece la resolución impugnada, que constituye el problema de fondo, si se declara el sobreseimiento del juicio contencioso-administrativo.”
De igual manera sirve de apoyo la diversa tesis de jurisprudencia localizable en el registro digital número 185227, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVII, enero de 2003, que cita: CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA FALTA DE SU ANÁLISIS POR LA SALA FISCAL NO RESULTA ILEGAL, SI SE SOBRESEYÓ EN EL JUICIO DE NULIDAD. Cuando en la sentencia reclamada se sobresee en el juicio de origen, la Sala Fiscal se libera de la obligación de abordar el examen de los conceptos de nulidad, toda vez que aunque es verdad, acorde al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben "examinar en su conjunto los agravios y causales de ilegalidad, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada", ello sólo acontece en el caso de que la sentencia se ocupe del fondo del asunto, mas no si se decreta el sobreseimiento, pues en este último supuesto se excluye la posibilidad de que la autoridad responsable emprenda algún estudio sustancial sobre el particular.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7, 9, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracción II, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente Juicio Contencioso Administrativo, de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Tercero de esta Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a las partes.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano que autoriza y da fe.- (RÚBRICAS)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
